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FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / IMPROCEDENCIA. “[E]sta Sala considera que el doctor Chica Mejía no estaba legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio, si se tiene en cuenta que fue en representación de la señora María Libia Acevedo Echeverry y conforme al poder otorgado por la misma que radicó ante COLPENSIONES la petición que según expuso, no ha sido respondida, lo que significa que la titular del derecho de petición cuya protección demanda, es la señora María Libia Acevedo Echeverry. (…) Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal considera que ante la falta de legitimación en la causa por activa para instaurar la presente acción de tutela para agenciar derechos de la mandante del abogado Andrés Felipe Chica Mejía, debe revocarse el fallo estudiado.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiocho (28) de abril de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.220
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES, frente al fallo emitido el 14 de marzo de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela presentada por el abogado Andrés Felipe Chica Mejía en contra de esa entidad.

2. RESUMEN DE ANTECDENTES 
2.1. Informó el abogado Andrés Felipe Chica Mejía que presentó ante Colpensiones un derecho de petición-cuenta de cobro, junto con el auto de prueba y liquidación de costas, con el fin de obtener el pago de la sentencia judicial a favor de su poderdante María Libia Acevedo Echeverri, bajo el radicado Nº 2014_8206764 del 1 de octubre de 2014.

Afirmó que Colpensiones canceló mediante resolución GNR 194744 del 30 de junio de 2015 el retroactivo pensional de la sentencia adeudada a su poderdante y en dicho acto administrativo se indicó que se daría traslado del mismo a la Gerencia de Defensa Judicial para que se iniciaran las gestiones de pago de costas procesales.
Aseguró que ante la ausencia del pago de la condena por costas procesales y agencias en derecho, decidió radicar un derecho de petición ante la accionada solicitando se le informara en qué fecha sería incluido en nómina el valor de las prestaciones aludidas, el cual quedó bajo el Nº 2017_843966 del 26 de enero de 2017 y del que le indicaron mediante el comunicado BZ2017_843966-0207151 del 26 de enero de 2017 que su petición había sido recibida satisfactoriamente y que la respuesta se enviaría a la dirección de notificación.
Agregó que la acción de tutela la instaura en nombre propio y no bajo su condición de representante legal, pues fue él mismo quien realizó la petición a favor de sus intereses; además, adujo que el fondo del asunto de la presente se enmarca en la existencia de un proceso ordinario laboral pero advirtió que la pretensión de la acción tutelar se relaciona solamente a las costas procesales y agencias en derecho, las que hacen parte de sus honorarios como abogado, según lo concedido en el contrato de servicio firmado con su poderdante;  por lo tanto,  el interés recae únicamente en él y del mismo modo, no recibir una respuesta concreta a la petición solicitada lo llevó a la acción de tutela como única vía legal y efectiva para obtener la retribución como apoderado judicial debido a que considera imposible el pago por parte de COLPENSIONES por vía administrativa y sin trabas judiciales.
Consideró que se encuentra vencido el término legal para que COLPENSIONES hubiera respondido la petición antes indicada. 

Por lo tanto, el abogado solicitó que (i) la Gerencia de Defensa judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, o quien haga sus veces y a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de la vicepresidencia de beneficios y  prestaciones de la Administradora Colombiana de Pensiones (COLPENSIONES) o quien haga sus veces resuelva de fondo y sin ningún tipo de dilación el derecho de petición, radicado Nº 2017_843966 del 26 de enero de 2017, de forma clara y precisa, es decir que informen en qué fecha van a incluir en nómina el pago de las costas procesales y agencias en derecho adeudadas por la sentencia judicial aclarando que ya fue cancelado el retroactivo pensional de la sentencia, faltando solamente la condena por costas procesales y (ii) se tutele en derecho fundamental de petición y por ende ordenar a la Gerencia de Defensa judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones (COLPENSIONES) o quien haga sus veces y a la Gerencia Nacional de reconocimiento de la vicepresidencia de beneficios y prestaciones de la administradora colombiana de pensiones o quien haga sus veces, que en un termino de 48 horas profiera el correspondiente acto administrativo resolviendo de fondo lo solicitado. 
2.2. Adjuntó con la demanda copia de los siguientes documentos relevantes: i) cédula de ciudadanía y tarjeta profesional; ii) derecho de petición-cuenta de cobro, el cual quedó bajo el radicado Nº 2014_8206764 del 1 de octubre de 2014; iii) derecho de petición con  radicado Nº 2017_843966 del 26 de enero de 2017, iv) comunicación No.BZ2017_843966-0207151 del 26 de enero de 2017 expedida por  COLPENSIONES, v) de la Resolución GNR 194744 del 30 de junio de 2015  por medio de la cual COLPENSIONES pagó a su poderdante el retroactivo pensional adeudado en la sentencia judicial y la reliquidación de la pensión ordenada en la sentencia dictada por el Juzgado 4º Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira del 29 de noviembre de 2013 (Fls 2-16).
2.3.  COLPENSIONES no emitió pronunciamiento sobre la acción de tutela.
3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 14 de marzo de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con funciones de Conocimiento de Pereira: resolvió: “PRIMERO: TUELAR el derecho fundamental de petición al doctor Andrés Felipe Chica Mejía invocado como vulnerado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES.

SEGUNDO: ORDENAR a la entidad Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, a través de su representante legal y/o vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones y/o Gerencias Nacionales de Reconocimiento y Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias, en cabeza actual de los doctores Mauricio Olivera González, Paula Marcela Cardona Ruíz, Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez y Paola Andrea Rivera Penagos y/o quien haga sus veces, que en un término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, procedan sin más demoras, a dar respuesta a la petición presentada el 26 de enero de 2017 por ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA; observando en su respuesta lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, sustituido por el articulo 1º de la Ley 1755 del 30 de junio de 2015, en lo que resulta pertinente al derecho de petición, debiendo obtener constancia de notificación y/o entrega de la respuesta. (…)”

COLPENSIONES fue notificado del fallo de tutela a través de correo electrónico el 16 de marzo de 2017 (folio 50 vuelto).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, COLPENSIONES presentó el 17 de marzo de 2017 oficio mediante el cual manifestó que en la presente acción de tutela existe una carencia actual del objeto, toda vez que el 28 de enero de 2017 se había dado respuesta a la petición interpuesta por el accionante, en la que se le informó que en aras de efectuar el pago de las costas judiciales, se adoptaría un plan de seguridad para validar la autenticidad de los autos que contienen las costas judiciales ordenadas. Por lo tanto, solicita que se conceda el recurso de apelación y se declare la carencia actual del objeto por hecho superado (Fls. 56 y 57)

Adjuntó copia de la respuesta y de la guía de la empresa de mensajería Thomas Express (Fls. 68 y 69).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.3. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.4. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 
5.5. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 

Corresponde a esta Corporación determinar si COLPENSIONES vulneró  o no el derecho fundamental de petición al accionante, no sin antes establecer si el abogado Andrés Felipe Chica Mejía está legitimado para invocar el amparo.

5.6. El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así:

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

5.7. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.” (Subrayas propias)

5.8.  Ahora bien,  hay  que  recordar que no obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella lo que se busca es  la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente, y en este último evento, es necesario demostrar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa, o aportar el respectivo poder para obrar y si es el caso de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente:
“En efecto, aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad
, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada
.  

Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
.

Así las cosas, si en un caso no se llegare a cumplir con cualquiera de las condiciones antedichas, se configurará falta de legitimación en la causa…”  (Subrayas propias)
5.9. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala observa que la señora María Libia Acevedo Echeverry le confirió poder al abogado Andrés Felipe Chica Mejía para que la representara ante COLPENSIONES para que presentara la reclamación administrativa, cuenta de cobro, interponer recursos, así como las actuaciones administrativas y judiciales para obtener sus derechos pensionales (folio 30); así mismo, obra dentro de la foliatura que el accionante en calidad de apoderado judicial de la señora Acevedo Echeverry presentó una cuenta de cobro tendiente a que COLPENSIONES cumpliera con lo ordenado por el Juzgado 4º Municipal de Pequeñas Cusas Laborales de Pereira, bajo el radicado No.2011-0032 y en el numeral 8º de esa petición se solicitó el pago de las costas procesales y agencias en derecho (Fls. 12-15).   Igualmente, el actor anexa copia del derecho de petición “PREVIO TUTELA”, mediante el cual solicitó a COLPENSIONES le informara de forma clara y precisa la fecha en que iba a ser incluido en nómina el pago de las costas procesales y agencias en derecho que habían sido reconocidas dentro del proceso donde representó a la señora María Libia Acevedo Echeverry para lo cual manifestó “Espero recibir respuesta dentro de los términos de ley (15 días) en pro de los intereses de mi cliente” (folio 33), dicha petición quedó radicada bajo el No.2017_843966 del 26 de enero de 2017 (folio 28)
5.10.  Pese a lo indicado por el abogado Chica Mejía en su petición radicada el  26 de enero de 2017, el motivo que lo llevó a invocar la protección del derecho fundamental de petición fue el hecho de que COLPENSIONES no le había dado respuesta sobre la fecha en que se incluirían en nómina de pensionados las costas procesales y para lo cual señaló en el numeral 5º de la demanda de tutela que: “Le manifiesto de manera respetuosa al Honorable despacho judicial que conozca la presente acción constitucional, que la presente acción de tutela la invoco en nombre propio y no en mi condición de apoderado judicial del poderdante, en razón a que yo fui la persona que realizó la petición, y en favor de mis intereses que elevé la misma” (folio 3).
5.11. Así las cosas, esta Sala considera que el doctor Chica Mejía no estaba legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio, si se tiene en cuenta que fue en representación de la señora María Libia Acevedo Echeverry y conforme al poder otorgado por la misma que radicó ante COLPENSIONES la petición que según expuso, no ha sido respondida, lo que significa que la titular del derecho de petición cuya protección demanda, es la señora María Libia Acevedo Echeverry. Lo anterior, con fundamento en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional donde se indicó que:
“En lo concerniente a la legitimidad por activa de los apoderados judiciales, esta corporación en sentencia T-697-06 (agosto 22), M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, consideró:

 “… el abogado que representa judicialmente a otro, carece en principio de legitimación por activa, cuando en nombre propio pretende defender mediante tutela los derechos fundamentales de su poderdante, o cuando acude al proceso de tutela sin poder especial para ejercer dicha acción. En la primera circunstancia, se considera que quien representa judicialmente a alguien, lo hace a título profesional, lo que implica que el interés que defiende es el de su cliente y no el suyo propio, bajo las reglas del ejercicio de la profesión de abogado y atendiendo los supuestos de ley. En el segundo caso, no es suficiente que el apoderado alegue la defensa de la persona en un proceso diferente, o que afirme comparecer a la tutela como representante, o que cuente con poder general en otros asuntos; sólo el poder especial correspondiente, lo habilita para interponer tutela a favor de su representado y afirmar válidamente tal identidad.” (Ver Sentencia T-765 de 2009)
5.12. Con respecto a la imposibilidad que tiene el apoderado de alegar por vía de tutela como propios los derechos del representado, la  Corte Constitucional en la Sentencia T-658-02 M. P. Rodrigo Escobar Gil,  precisó:

“4.1.1. Siguiendo lo expuesto, podemos responder al primer interrogante, es decir: ¿Si el apoderado judicial de una causa ordinaria puede alegar un interés directo para incoar en su propio nombre la acción de tutela, cuando los derechos fundamentales supuestamente vulnerados corresponden al titular de la causa ordinaria que representa judicialmente?

 Para dar respuesta a este cuestionamiento, es preciso tener en cuenta que la Corte en Sentencia T-674 de 1997, expresamente determinó que: ‘...no puede alegarse vulneración de los propios derechos con base en los de otro...’, y en Sentencia T-575 de 1997, igualmente, sostuvo que: ‘...la calidad de apoderado no genera ipso facto la suplantación del titular del derecho...’.

A juicio de la Corporación, esto ocurre básicamente por dos razones: (i) El interés en la defensa de los derechos fundamentales, como se dijo, radica en su titular y no en terceros y, por otra parte, (ii) la relación de vulneración o amenaza de los derechos fundamentales debe ser directa y no transitiva ni por consecuencia. Así lo manifestó la Corte en la citada Sentencia T-674 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), al sostener que ‘...no es válido alegar, como motivo de la solicitud de protección judicial, la causa de la causa, o el encadenamiento infinito entre causas y consecuencias, ya que, de aceptarse ello, se desquiciaría la acción de tutela y desbordaría sus linderos normativos. [Por lo tanto...] La violación de los derechos [fundamentales] de otro no vale como motivo para solicitar la propia tutela....”

Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal considera que ante la falta de legitimación en la causa por activa para instaurar la presente acción de tutela para agenciar derechos de la mandante del abogado Andrés Felipe Chica Mejía, debe revocarse el fallo estudiado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida  el 14 de marzo de 2017 de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el abogado Andrés Felipe Chica Mejía en contra de COLPENSIONES y en tal virtud, se declara improcedente la demanda de amparo.


SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado
(Con salvamento de voto)
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

        Secretario  

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� El artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”.  En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. (…)”


� En este sentido, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-978 de 2006, T-912 de 2006, T-542 de 2006, T-451 de 2006, T-451 de 2006, T-356 de 2006 y T-809 de 2003.


En la sentencia T-899 de 2001 esta Corporación afirmó que: “La exigencia de la legitimidad activa en la acción de tutela, no corresponde a un simple capricho del legislador, sino que obedece al verdadero significado que la Constitución de 1991 le ha dado al reconocimiento de la dignidad humana, en el sentido de que, no obstante las buenas intenciones de terceros, quien decide si pone en marcha los mecanismos para la defensa de sus propios intereses, es sólo la persona capaz para hacerlo”. 


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.
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